
Anatomía crítica del valor de referencia catastral: Claves, 
grietas y defensa estratégica del contribuyente.

1.	 Introducción. Del “valor real” indeterminado al pa-
radigma del valor de referencia

La evolución de la fiscalidad inmobiliaria en los tributos pa-
trimoniales ha estado condicionada, durante años , por el tránsi-
to desde una noción imprecisa de valoración (el llamado “valor 
real”), hacia un armazón objetivo que pretende aproximarse al 
valor de mercado con reglas ex ante ( el “valor de referencia 
catastral”).

Este cambio de paradigma cristaliza en el valor de referencia 
catastral, que convierte en base imponible mínima un dato cons-
truido por la Administración a partir de la información estadís-
tica de compraventas y que, por diseño, debe situarse por debajo 
del mercado gracias a la aplicación de un factor de minoración 
aprobado por orden ministerial.

La pieza clave del sistema es que el valor de referencia no nace 
de una comprobación singular posterior a cada operación, sino 
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de una determinación anual previa y ge-
neral, publicada y recurrible, que abastece 
de certezas a la Administración y, al mis-
mo tiempo, traslada a los obligados tribu-
tarios una carga de diligencia y, llegado el 
caso, de impugnación.

El propósito declarado es reducir liti-
giosidad y alinearse con el valor de mer-
cado; la tensión de fondo reside en verifi-
car si, en cada supuesto, esa objetivación 
respeta la capacidad económica efectiva-
mente puesta de manifiesto.

Este artículo explora la arquitectura 
normativa del valor de referencia, su mé-
todo de construcción, su proyección en 
los diferentes impuestos y los itinerarios 
de defensa que se abren cuando la cifra 
oficial no describe de manera suficiente la 
realidad del bien.

El objetivo es ofrecer una visión com-
pleta que permita comprender de qué 
modo un instrumento estadístico-admi-
nistrativo deviene la piedra angular del 
sistema de valoración en varios tributos, 
con sus virtudes de homogeneidad y sus 
inevitables grietas cuando la singularidad 
del inmueble desafía el promedio.

2.	 Marco conceptual y génesis 
normativa del valor de referencia

La base legal del valor de referencia 
se ubica en el Real Decreto Legislativo 
1/2004, de

5 de marzo que aprueba el Texto Re-
fundido de la Ley del Catastro Inmobilia-
rio, el cual atribuye a la Dirección Gene-
ral del Catastro la determinación objetiva, 
anual y con tope en el valor de mercado, 
del valor de referencia de cada inmueble.

 El concepto de valor de referencia fue 
introducido en la Ley del Catastro Inmo-
biliario inicialmente por la Ley 6/2018, 
de 3 de julio, de Presupuestos Generales 
del Estado para 2018. Sin embargo, su re-
gulación era escasa y no fue hasta 2021 
cuando se desarrolló plenamente.

En efecto, con anterioridad a 2021, el 
valor de referencia catastral no estaba ini-
cialmente configurado como base impo-
nible en ningún impuesto y se mantenía 
tanto en el Impuesto sobre Transmisio-
nes Patrimoniales (en adelante ITP) como 
en el Impuesto sobre Sucesiones y Do-
naciones (en adelante ISD) el valor real 
como base imponible.

Sin embargo, la determinación del valor 
real era fuente de buena parte de litigios 
en estos impuestos por su inconcreción. 
La Administración podía comprobar el 
valor real de los bienes y derechos trans-
mitidos o, en su caso, de la operación so-
cietaria o del acto jurídico documentado, 
debiendo acudir para ello a los medios 
establecidos en el artículo 57 de la Ley 
General Tributaria.

Por otro lado, en los procedimientos de 
comprobación de valores, un alto porcen-
taje de los pleitos por comprobaciones de 
valores los venían perdiendo las Adminis-
traciones autonómicas incluso antes de 
sede judicial.

Para atajar la litigiosidad, en 2006 se re-
formó la Ley 58/2003, de 17 de diciem-
bre General Tributaria (en adelante LGT) 
habilitando métodos de comprobación 
masivos como, por ejemplo, la estimación 
por referencia a valores catastrales multi-
plicados por coeficientes. En concreto se 
incorpora al artículo 57 1.b el párrafo que 
permite que la valoración por referencia 
pueda consistir en la aplicación de coefi-
cientes multiplicadores a los valores que 
figuren en el registro oficial de carácter 
fiscal que se tome como referencia (sien-
do este registro, en el caso de los inmue-
bles, el Catastro Inmobiliario).

Inicialmente, el Tribunal Supremo vali-
dó con matices el método de coeficientes, 
entre otras, en dos sentencias de 6 de abril 
de 201711en las que se avaló en principio 
1 A este respecto, cabe citar las siguientes sentencias del 

Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-adminis-
trativo, Sección 2ª, de 6 Abr. 2017: Sentencia 639/2017, Rec. 
888/2016 (ECLI: ES:TS:2017:1358) y Sentencia 640/2017 de 
6 Abr. 2017, Rec. 1183/2016
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su legalidad. Sin embargo, dos magistra-
dos formularon votos particulares advir-
tiendo que el valor real de un bien solo 
puede alcanzarse considerando sus cir-
cunstancias singulares.

En efecto, tal y como formula el ma-
gistrado Excmo. Sr. Don Francisco Jose 
Navarro en su voto particular  cuando se 
refiere a la noción de valor de mercado 
“estamos en todo caso ante un valor que, 
al margen de su natural incertidumbre 
previa, sólo puede alcanzarse teniendo en 
cuenta las circunstancias singulares de la 
operación económica o manifestación de 
capacidad contributiva que se somete a 
tributación, así como determinadas carac-
terísticas del bien sometido a valoración, 
irreductibles al empleo de tablas, coefi-
cientes o estimaciones globales”

Este voto particular ya pronosticaba 
que la cuestión distaba de pacificarse. Y 
en efecto, en la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 23 de mayo de 2018 (po-
nente Navarro Sanchís), el Tribunal Su-
premo rectificó el rumbo: declaró que 
“el método de comprobación consistente 
en la estimación por referencia a valo-
res catastrales, multiplicados por índices 
o coeficientes (artículo 57.1.b LGT) no 
es idóneo, por su generalidad y falta de 
relación con el bien concreto [...] para la 
valoración de bienes inmuebles en aque-
llos impuestos en que la base imponible 
viene determinada legalmente por su va-
lor real, salvo que tal método se comple-
mente con la realización de una actividad 
estrictamente comprobadora directamen-
te relacionada con el inmueble sometido 
a avalúo”. En otras palabras, sin una ins-
pección o peritación individual que mo-
tive y ajuste el cálculo al inmueble espe-
cífico, la mera aplicación de coeficientes 
generales vulnera las exigencias legales. 
Esta sentencia supuso un duro correctivo 
a las Haciendas autonómicas, dejando sin 
efecto numerosas liquidaciones basadas 
en métodos estandarizados de valoración.

(ECLI: ES:TS:2017:1361) .
	

El resultado fue cercar las posibilida-
des de comprobación automática: la Ad-
ministración debía motivar caso por caso 
por qué el valor declarado por el contri-
buyente no reflejaba el valor real, antes de 
proceder a la comprobación

En definitiva, tras dicho cambio de 
rumbo en la opinión del Tribunal Supre-
mo, el contexto era el siguiente: la noción 
de valor real había quedado seriamente 
cuestionada, la jurisprudencia obligaba a 
motivar y particularizar las valoraciones 
administrativas (poniendo en jaque los 
métodos automáticos), y se buscaba una 
alternativa normativa que diera seguridad 
jurídica ex ante (fijando la base imponible 
de antemano) y redujera la litigiosidad.

En este contexto, la Ley 11/2021, de 
9 de julio, de medidas de prevención y 
lucha contra el fraude fiscal, de transpo-
sición de la Directiva (UE) 2016/1164, 
del Consejo, de 12 de julio de 2016 da un 
giro de 180º a la situación, adaptando la 
regulación del valor de referencia de la 
Dirección General del Catastro, para do-
tarlo – según se afirma en la exposición 
de motivos de la norma- de mayor rigor, 
precisión y seguridad jurídica en su deter-
minación.

Asimismo, esta norma modifica la base 
imponible tanto en el Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Ju-
rídicos Documentados como en el Im-
puesto sobre Sucesiones y Donaciones, 
sustituyendo el “valor real” por el con-
cepto de “valor de mercado”.

Por otro lado, en el caso de bienes in-
muebles, se establece que la base imponi-
ble es el valor de referencia previsto en la 
Ley del Catastro y se modifica la norma-
tiva relativa a su determinación en con-
sonancia con el cambio, amparando un 
procedimiento administrativo que, según 
afirma la normativa, trata de ser garantista 
para el general conocimiento del valor de 
referencia de cada inmueble.
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Así, se desarrolla la Disposición final 
tercera de la Ley del Catastro encargada 
de establecer el mecanismo de fijación del 
Valor de Referencia por parte de la Direc-
ción General del Catastro, el cual queda 
debe seguir las siguientes pautas:

•	 El valor de referencia catastral se de-
terminará de forma objetiva y con el 
límite del valor de mercado, a partir 
de los datos obrantes en el Catastro 
y tomando como base del análisis de 
los precios comunicados por los fe-
datarios públicos en las compraven-
tas inmobiliarias efectuadas.

A este efecto, la Dirección General del 
Catastro incluirá las conclusiones del aná-
lisis de los citados precios en un informe 
anual del mercado inmobiliario, y en un 
mapa de valores que contendrá la deli-
mitación de ámbitos territoriales homo-
géneos de valoración, a los que asignará 
módulos de valor medio de los productos 
inmobiliarios representativos. El citado 
mapa se publicará en la sede electrónica 
de la Dirección General del Catastro.

•	 Con el fin de que el valor de refe-
rencia de los inmuebles no supere el 
valor de mercado se fijará, mediante 
orden de la Ministra de Hacienda, 
un factor de minoración al mercado 
para los bienes de una misma clase.

•	  Con  periodicidad  anual,  la  Direc-
ción  General  del Catastro aprobará,  
mediante resolución, los elementos 
precisos para la determinación del 
valor de referencia de cada inmueble 
por aplicación de los citados módu-
los de valor medio y de los factores 
de minoración correspondientes, en 
la forma en la que reglamentaria-
mente se determine.

Esta resolución se publicará por edic-
to en la Sede Electrónica de la Dirección 
General del Catastro antes del 30 de octu-
bre del año anterior a aquel en que deba 
surtir efecto, previo trámite de audiencia 
colectiva. A este efecto, se publicará un 

edicto en el «Boletín Oficial del Estado» 
en el que se anunciará la apertura del 
mencionado trámite por un periodo de 
diez días, durante el cual los interesados 
podrán presentar las alegaciones y prue-
bas que estimen convenientes.

La citada resolución será recurrible en 
vía económico-administrativa, o potes-
tativamente mediante recurso de reposi-
ción, por los interesados y en el plazo de 
un mes desde su publicación, sin que la 
interposición de la reclamación suspenda 
su ejecución.

•	 Finalmente, en los 20 primeros días 
del mes de diciembre, la Dirección 
General del Catastro publicará en el 
‘’Boletín Oficial del Estado’’ anun-
cio informativo para general cono-
cimiento de los valores de referencia 
de cada inmueble, que, al no tener 
condición de datos de carácter per-
sonal, podrán ser consultados de 
forma permanente a través de la 
Sede Electrónica del Catastro.”

De este modo, la fuente informativa in-
mediata son los precios comunicados por 
fedatarios públicos en las compraventas, 
que se depuran y sintetizan en un informe 
anual del mercado y en mapas de valores 
con ámbitos territoriales homogéneos a 
los que se asignan módulos de valor me-
dio.

La normativa incorpora un cortafue-
gos para evitar que la referencia supere 
el mercado, materializado en un factor 
de minoración aprobado por orden mi-
nisterial, que opera como un coeficiente 
reductor general de clase de bienes. En la 
actualidad, la Orden HFP/1104/2021, de 
7 de octubre, es la encargada de regular 
que el factor de minoración aplicable para 
la determinación de los valores de refe-
rencia de los inmuebles (FM) es 0,9.

Sobre esa base, Catastro aprueba cada 
ejercicio, mediante resolución, los ele-
mentos precisos para calcular la cifra de 
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cada inmueble, con publicación, audien-
cia previa y posibilidad de recurso.

Esta estructura se concibe para combi-
nar previsibilidad y control: previsibilidad 
por la fijación ex ante; control por la po-
sibilidad de alegaciones y de impugnación 
autónoma de la resolución.

Ese armazón normativo se completa 
con un régimen de publicidad que permi-
te la consulta permanente del valor indi-
vidual en la sede electrónica del Catastro 
y con la previsión de que la resolución 
anual sea recurrible, sin que el mero re-
curso suspenda por sí mismo su eficacia.

No se trata, por tanto, de una cifra 
clandestina ni de un parámetro inmoti-
vado, sino de un resultado administrativo 
que trae causa de una cadena de decisio-
nes y datos explicitables, con una puerta 
específica para su revisión jurídico-admi-
nistrativa.

3.	 Procedimiento técnico-ad-
ministrativo de fijación: mapas, 
módulos y factor de minoración  
 
El método de construcción del valor de 
referencia está diseñado para trasladar a 
un plano tributario un conocimiento esta-
dístico del mercado inmobiliario.

Respecto del procedimiento de deter-
minación del valor de referencia la dispo-
sición transitoria novena de la Ley del Ca-
tastro es la encargada de indicar, en tanto 
no se apruebe el correspondiente desa-
rrollo reglamentario, la manera en la que 
debe calcularse este valor, diferenciando 
la manera de calcular el valor de referen-
cia de mercado de los inmuebles urbanos 
frente a la manera de calcular el valor de 
los rústicos:

•	 Para los bienes inmuebles urbanos, 
los criterios y reglas de cálculo se 
ajustarán a lo previsto en las nor-
mas técnicas de valoración y cuadro 
marco de valores del suelo y de las 
construcciones para determinar el 

valor catastral de los bienes inmue-
bles de naturaleza urbana. Estas 
normas están reguladas en el Real 
Decreto 1020/1993, de 25 de junio.

Serán de aplicación los módulos bási-
cos de suelo y construcción de cada mu-
nicipio, que se aprueben de acuerdo con 
las directrices dictadas para la coordina-
ción de valores.

Los valores de suelo de zona permiti-
rán la reproducción de los módulos de va-
lor medio de los productos inmobiliarios 
representativos en cada ámbito territorial 
homogéneo de valoración.

La resolución que aprobará la Direc-
ción General del Catastro definirá su ám-
bito de aplicación y concretará criterios 
y reglas de cálculo, módulos básicos de 
suelo y construcción, valores de suelo de 
zona y costes de construcción, así como, 
en su caso, campos de aplicación de coe-
ficientes correctores.

•	 Para los inmuebles rústicos sin cons-
trucciones, la resolución a aprobar 
por la Dirección General del Catas-
tro definirá su ámbito de aplicación, 
y concretará criterios y reglas de cál-
culo, así como, en su caso, importes 
y campos de aplicación de coefi-
cientes correctores de localización, 
agronómicos y socioeconómicos.

El informe anual del mercado inmobi-
liario al que hace referencia la disposición 
final tercera determinará los coeficientes 
correctores aplicables, así como sus im-
portes.

Así, mientras no exista desarrollo regla-
mentario completo, la técnica de cálculo 
se coordina con las normas técnicas de 
valoración ya utilizadas para el valor ca-
tastral urbano y con directrices específicas 
para el rústico sin construcciones.

Cada año se elabora un informe del 
mercado que identifica, para los usos y 
tipologías relevantes, la estructura de pre-
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cios observada en las transmisiones for-
malizadas ante notario.

Con esos datos se levantan mapas de 
valores que segmentan el territorio en 
ámbitos homogéneos, atendiendo a pa-
trones de localización y producto inmo-
biliario representativo.

En cada ámbito se define un módulo 
de valor medio que, a su vez, se concre-
ta a escala de inmueble a través de coe-
ficientes de ajuste vinculados a variables 
físicas y jurídicas del bien: superficie, anti-
güedad, estado, tipología y otros atributos 
que la resolución anual detalla.

La operación aritmética concluye con 
la aplicación del factor de minoración, ac-
tualmente fijado en 0,9, cuyo sentido es 
dejar la referencia por debajo del cien por 
cien del mercado estimado, a fin de ab-
sorber oscilaciones y de preservar la co-
herencia del principio de capacidad eco-
nómica.

De esta forma, la cifra resultante aspi-
ra a ser un valor administrativo objetivo, 
aunque no ciego a ciertas diferencias in-
dividuales, en la medida en que el sistema 
incorpora modulaciones regladas para re-
coger, al menos, rasgos básicos de singu-
laridad.

En el ámbito rústico sin construcción, 
el procedimiento se adapta al entorno 
agrario. También se parte de módulos 
de valor medio por zonas y se aplica una 
batería de factores de corrección que re-
flejan localización, productividad y otras 
circunstancias agronómicas y socioeco-
nómicas. La resolución anual concreta el 
repertorio de coeficientes y su campo de 
aplicación, así como los criterios de cál-
culo.

Esta lógica demanda, para su funciona-
miento correcto, la fiabilidad de la base 
de datos catastral que describe los bienes, 
puesto que el cálculo pivota sobre la iden-
tificación inequívoca del inmueble y sus 
características.

4.	 Naturaleza jurídica: base im-
ponible mínima y límite frente a la 
comprobación.

La principal consecuencia jurídico-tri-
butaria del valor de referencia es su fun-
ción de mínimo imponible para inmue-
bles.

En el ámbito del Impuesto de Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, la reforma operada por 
la Ley 11/2021 clarifica que el concepto 
general de valoración es el valor de mer-
cado, entendido como el precio más pro-
bable entre partes independientes, y aña-
de la regla especial para inmuebles, que 
impone la referencia como base mínima.

Al mismo tiempo, introduce una res-
tricción explícita a la comprobación de 
valores: si la base imponible del inmueble 
es su referencia o una magnitud superior, 
la Administración no podrá practicar una 
verificación adicional.

En los supuestos conectados con la 
modalidad de Actos Jurídicos Documen-
tados, cuando la base dependa del valor 
de inmuebles, gobierna el mismo princi-
pio de no inferioridad respecto del canon 
de determinación del artículo que remite 
a la referencia.

En la modalidad de Operaciones So-
cietarias, se establece la remisión al valor 
de referencia catastral en la disminución 
de capital y en la disolución.

La coherencia del subsistema se refuer-
za, así, en las distintas modalidades del 
impuesto, consolidando la función de an-
claje del valor de referencia.

El Impuesto sobre Sucesiones y Dona-
ciones incorpora una lógica paralela. La 
regla general en ISD pasa a ser el valor 
de mercado, con la cautela de que, si los 
interesados declaran un importe superior, 
debe tomarse ese mayor valor.
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Para inmuebles, la ley ordena utilizar el 
valor de referencia en la fecha del deven-
go, salvo que el valor declarado sea más 
alto. Si no existiera referencia o no pudie-
ra certificarse, el sistema recae sobre la re-
gla general, con eventual comprobación.

Además, se excluyen comprobaciones 
cuando la base imponible de inmuebles 
sea la referencia o exceda de ella, cerran-
do el camino a verificaciones redundantes 
que chocan con el carácter objetivo de la 
cifra. Todo ello no solo uniforma la de-
terminación de la base en transmisiones 
mortis causa y donaciones; también pro-
yecta efectos sobre instituciones como la 
acumulación de donaciones o la colación, 
donde la referencia se convierte en un 
dato a considerar en la mecánica de cál-
culo y en la coherencia global del tributo.

En definitiva, en ITP y AJD, y también 
en ISD, la base no podrá situarse por de-
bajo de la referencia si ésta existe y puede 
certificarse; si el precio o valor declarado 
es superior, prevalece ese importe mayor.

La norma, así, desplaza la compro-
bación de valores tradicional a un plano 
residual: cuando hay referencia, la Admi-
nistración no precisa iniciar un procedi-
miento valorativo, porque el legislador ya 
ha establecido una base normativa prede-
terminada.

De manera correlativa, se limita la com-
probación administrativa cuando el con-
tribuyente declara al menos la referencia; 
en esa hipótesis, el sistema considera que 
no hay motivo para indagar en la cifra, 
pues el propio régimen la reconoce como 
estándar válido. La dualidad que nace de 
esta configuración —valor mínimo prees-
tablecido y blindaje frente a la comproba-
ción si se respeta o supera— explica en 
gran medida el descenso de controversias 
por métodos masivos y el giro hacia even-
tuales impugnaciones del propio paráme-
tro catastral.

El sistema prevé, no obstante, una sali-
da ordenada para los supuestos en los que 
no existe valor de referencia o no puede 
certificarse por razones técnicas. En ta-
les casos, se retorna a la dialéctica clásica 
entre valor declarado y valor de mercado, 
con posibilidad de comprobación con 
arreglo a la Ley General Tributaria. Esa 
cláusula de cierre evita la petrificación de 
situaciones no cubiertas por el valor de 
referencia y mantiene operativo el instru-
mental ordinario de valoración cuando el 
parámetro objetivo no está disponible.

Así, cuando no existe referencia o no 
puede certificarse, la Administración pue-
de devolver el expediente a los carriles 
de la valoración tradicional y abrir una 
comprobación de valores conforme a la 
Ley General Tributaria. Ese retorno no es 
una sanción del sistema, sino la válvula de 
continuidad que evita dejar sin respuesta 
los supuestos no cubiertos por el valor de 
referencia.

5.	 Efectos en otros impuestos 
como el Impuesto sobre el Patrimo-
nio o el IRPF: arrastre y coherencia 
inter-tributos.

Aunque el valor de referencia no se 
incorpore de forma expresa en estos im-
puestos, lo cierto es que el mismo tiene 
un efecto indirecto en los mismos y se 
produce un acoplamiento relevante.

 En el caso del Impuesto sobre el Patri-
monio, la norma establece que los inmue-
bles deben valorarse por la mayor de tres 
magnitudes: valor catastral, valor deter-
minado o comprobado a efectos de otros 
tributos, o precio de adquisición.

Desde que el valor de referencia se eri-
ge en valor determinado para ITP o ISD, 
los inmuebles transmitidos y liquidados 
conforme a dicha regla de valoración pa-
san a arrastrar ese importe como magni-
tud relevante en Patrimonio, cuando re-
sulte superior al catastral y al precio.
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Por el contrario, en situaciones no afec-
tadas aún por dicha regla de valoración en 
su transmisión, el impuesto conserva su 
pauta tradicional. El cuadro que emerge 
es el de una creciente coherencia inter-tri-
butos: la decisión de fijar un mínimo en 
transmisiones repercute, por la vía del 
concepto “valor determinado”, en la foto 
patrimonial de fin de año, lo que aporta 
consistencia al sistema y reduce incenti-
vos para divergencias arbitrarias entre fi-
guras.

Del mismo modo, y aunque la ley del 
IRPF no consagra de forma directa el va-
lor de referencia para todas las transmi-
siones de inmuebles, el mismo opera de 
forma indirecta en varios frentes.

Así, en las transmisiones lucrativas, el 
valor de transmisión del donante se iguala 
al que resulte a efectos de ISD, de modo 
que, cuando proceda, el valor de referen-
cia se convierte también en el valor que 
vertebra la ganancia patrimonial. Esta sin-
cronización amortigua disonancias entre 
impuestos directos e indirectos.

En las transmisiones onerosas, el IRPF 
mantiene el precio real como regla de la 
ganancia, pero la aparición de discrepan-
cias evidentes frente a una referencia infe-
rior o superior puede activar controles o 
interpretaciones que busquen armonizar 
los valores cuando existan relaciones de 
vinculación u otros indicios.

El resultado práctico es que el ecosiste-
ma de la referencia ,aunque no incrustado 
de forma expresa en todas las operacio-
nes del IRPF, acota márgenes de manio-
bra y orienta a la Administración y a los 
contribuyentes hacia un terreno común 
de valoración que evita contradicciones 
serias entre lo declarado en compras y 
ventas y lo gravado como renta en la par-
te transmitente.

6.	 Impugnación, revisión y de-
fensa: itinerarios administrativos y 
económico-administrativos.

El régimen de defensa se articula en 
varios niveles, pudiendo diferenciarse la 
impugnación general o la individual.

En el  plano de una im pugnación ge-
ner al,  la resolución anual que aprueba 
los elementos de cálculo es susceptible 
de recurso en reposición o en vía eco-
nómico-administrativa dentro del mes 
siguiente a su publicación, sin que la sim-
ple interposición del recurso suspenda su 
ejecutividad.

Este cauce tiene sentido para cues-
tionar, de forma directa, la arquitectura 
anual de módulos, ámbitos y coeficientes, 
o para denunciar desviaciones técnicas en 
el mapa de valores.

 En concreto, este mecanismo es es-
pecialmente valioso para introducir in-
formación técnica que permita afinar 
ámbitos homogéneos, corregir sesgos o 
detectar incoherencias que, de no abor-
darse, se propagarían al cálculo individual.

Al mismo tiempo, la recurribilidad de 
la resolución, con plazos y condiciones 
definidos, asegura que el control de le-
galidad y de razonabilidad técnica pueda 
ejercerse por las vías ordinarias, sin exigir 
al contribuyente que espere a la aplicación 
concreta en un expediente de gestión o 
inspección.

En el  m arco  de  una  im pugnación  
individual , cuando el valor de referencia 
aplicado en una  autoliquidación  o  en  
una  liquidación  se  considera  lesivo,  
puede  instarse  la rectificación de la au-
toliquidación o recurrirse el acto, según 
proceda.

En este caso, el informe de Catastro 
llamado a ratificar o corregir la cifra cum-
ple una función esencial de motivación. 
No basta con enunciar el resultado; es 
necesario anudarlo a la resolución anual 
de la que trae causa y a los elementos de 
cálculo que lo sustentan, con mención de 
módulos, factores y otros parámetros de-
terminantes.
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Esa motivación permite que la revisión 
jurisdiccional o económico-administrati-
va se realice sobre elementos contrasta-
bles y que la defensa pueda articular ob-
jeciones concretas. En un sistema que ha 
desplazado la comprobación de valores 
por una determinación ex ante, la calidad 
de la motivación del informe vinculante 
es la garantía de que el sujeto pasivo no 
queda desarmado ante una cifra que per-
cibe disonante con su inmueble.

En el ámbito de la impugnación indivi-
dual, dado que formalmente no ha habi-
do “comprobación de valores” sino una 
liquidación directa con valor legal, surgió 
la duda de si cabría tal tasación contra-
dictoria.

Algunos tribunales han interpretado 
creativamente este vacío: por ejemplo, el 
TSJ de la Comunidad Valenciana (Sent. 
de 10-7-202422) decidió que imponer el 
valor de referencia dentro de un proce-
dimiento de verificación limitada equivale 
de facto a una comprobación de valores 
por el método del art. 57.1.b LGT (coefi-
cientes sobre catastral). En consecuencia, 
dicho tribunal reconoció al contribuyente 
el derecho a la tasación pericial contradic-
toria y otorgó la suspensión de la deuda 
mientras se tramitaba, ya que “si en la 
práctica la Administración realizó una 
comprobación de valores en un procedi-
miento limitado y estableció la base im-
ponible del ITP por la referencia catastral 
del inmueble, no cabe duda de la aplicabi-
lidad [...] de la tasación pericial contradic-
toria del art. 135 LGT”.

Esta resolución, pionera en equiparar 
la aplicación del valor de referencia a una 
comprobación encubierta, permite a los 
contribuyentes que reciban liquidaciones 
complementarias por no haber declarado 
según el valor de referencia, recurrir sin 
pagar (obteniendo suspensión automática 
al solicitar la pericial).

2 ECLI: ES:TSJCV:2024:3885	

Además, el TSJ valenciano lanza un 
mensaje potente: asimilar el valor de re-
ferencia al método de coeficientes b) de 
la LGT es “la peor comparación posible 
para la Administración”, dado que ese es 
el único método que el Supremo ha re-
chazado con carácter general por falta de 
relación con el bien concreto.

Ambos itinerarios(la impugnación ge-
neral o individual) coexisten y cumplen 
funciones distintas: el primero se proyec-
ta sobre la norma individual de carácter 
general que organiza el sistema cada año; 
el segundo se activa ante la aplicación 
singular que, en el caso concreto, pudie-
ra resultar disonante con la realidad del 
inmueble.

Así, la defensa estratégica en caso de 
discrepar con el valor de referencia pivota 
sobre la corrección de datos en el Catas-
tro, la impugnación directa o indirecta del 
valor, la rectificación de autoliquidación 
y la eventual apertura de procedimientos 
tradicionales cuando la referencia no re-
sulta utilizable.

La clave consiste en entender que el 
modelo se apoya en una base estadística 
que pretende aproximarse a la realidad, 
pero que debe ceder ante la prueba de lo 
real cuando esa aproximación falle por in-
suficiencia o error en los parámetros de 
partida.

En la práctica, el contribuyente que ha 
instado la rectificación por disconformi-
dad con la referencia debe ser consciente 
de que, si Catastro confirma que no hay 
referencia aplicable, el procedimiento 
puede mutar igualmente en una verifica-
ción del valor de mercado, con sus reglas 
y garantías específicas.

Ya son varios los supuestos en los que 
los Tribunales han dado la razón al contri-
buyente al impugnar el valor de referencia 
como base imponible. Así, cabe señalar 
entre otras, el Tribunal Superior de Jus-
ticia de Castilla y León (TSJCyL) en una 
reciente sentencia de ha dado la razón a 
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un contribuyente en su lucha contra el 
valor de referencia que fijó la Dirección 
General del Catastro para el inmueble que 
compró, ignorando la situación de inhabi-
tabilidad y ruina del bien 33.

7.	 Consideraciones sobre la se-
guridad jurídica y el equilibrio entre 
eficacia y derechos

La construcción del valor de referencia 
responde a una necesidad genuina de se-
guridad jurídica y de eficiencia en la ges-
tión, y en ese plano ofrece una respuesta 
acertada a los problemas que generaban 
los métodos masivos de comprobación.

Sin embargo, todo sistema objetivo exi-
ge una vigilancia constante para asegurar 
que, en su aplicación cotidiana, no erosio-
ne los derechos de los contribuyentes ni 
presuma de forma irrebatible lo que no 
pasa de ser una aproximación estadística.

De ahí que el equilibrio entre eficacia 
recaudatoria y tutela de la realidad indi-
vidual del inmueble sea la métrica con la 
que evaluar, en el tiempo, la bondad del 
modelo. Una aproximación demasiado 
rígida convertiría el parámetro en una fic-
ción fiscal; una aproximación demasiado 
laxa devolvería al escenario previo de in-
seguridad y de costes procedimentales.

En efecto, no debe olvidarse que exis-
ten situaciones en las que la singularidad 
del inmueble escapa al patrón medio: 
inmuebles con estado de conservación 
anómalo, cualidades constructivas di-
vergentes, situaciones jurídicas que limi-
tan la libre disposición o incoherencias 
en la base catastral que arrastran errores 
geométricos o de uso.

Tal y como ya puso de relieve el Con-
sejo de Estado durante la tramitación del 
anteproyecto de Ley antifraude, en su 
dictamen de julio de 2020, “reducir la li-

3 Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de Burgos, 
Sala de lo Contencioso -administrativo, Sección 2ª, Sentencia 
29/2025 de 10 Feb. 2025, Rec. 55/2024 (ECLI: ES:TSJ-
CL:2025:568)
	

tigiosidad e incrementar la seguridad ju-
rídica” no justifican cualquier sistema de 
valoración, y recordó que es esencial una 
comprobación individual, singular, moti-
vada y basada en la observación directa 
de los bienes.

De este modo, el Consejo de Estado 
puso el dedo en la llaga: reconoció opor-
tuno superar la noción de valor real, pero 
advirtió que cualquier nuevo sistema de-
bía respetar los criterios del Supremo de 
individualización y proporcionalidad.

Sobre la propuesta del anteproyecto ,el 
valor de referencia catastral como base 
imponible, cuestionó expresamente: “no 
se entiende cómo la simple supresión del 
calificativo ‘real’ permite tomar a un valor 
‘no real’ como base de una imposición” 
(observación formulada por el Colegio de 
Registradores). Asimismo, alertó de que 
obligar al contribuyente a recurrir para 
desvirtuar el valor de referencia constitui-
ría “una carga [...] desproporcionada si no 
se articula un sistema que garantice [...] la 
adecuación a la realidad física y jurídica de 
cada bien”.

El punto de equilibrio está, justamente, 
en la calidad de los datos, en la finura de 
los mapas y módulos, en la apertura real 
a la audiencia, en la motivación de los in-
formes y en la disponibilidad de cauces 
eficaces de corrección, cuando la fórmula 
de cálculo del valor de referencia diera un 
valor no ajustado a mercado.

En este sentido, una de las principales 
pegas que se le puede poner al valor de 
referencia quizás sea su falta de adecua-
ción a las características individuales de 
determinados inmuebles y la ausencia de 
una análisis individual e in situ de cada in-
mueble antes de determinar su valor.

No debe olvidarse que la principal cau-
sa de litigio en las comprobaciones de va-
lores previas a la incorporación del valor 
de referencia como base imponible en la 
propia normativa fue dicha ausencia de 
un análisis individual y revisión física por 
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parte de la administración de los inmue-
bles cuyo valor se discutía

En este sentido, la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo estableció de forma 
reiterada que cualquier acto de compro-
bación o determinación del valor real de 
los bienes inmuebles comprobados por la 
Administración -que, por ende, corrige o 
verifica los valores declarados por el inte-
resado como precio o magnitud del nego-
cio jurídico llevado a término- ha de ser: 
a) singularizado; b) motivado; y c) fruto 
de un examen del inmueble, normalmen-
te mediante visita al lugar4

4Sin embargo, el procedimiento de 
determinación del valor de referencia 
catastral, tal y como hemos expuesto an-
teriormente, es un procedimiento que 
prescinde de ese análisis individualizado y 
acude a valores promedios y estadísticos 
que no siempre resultarán certeros.

En este sentido, el pasado 4 de julio de 
2025, el Tribunal Constitucional ha admi-
tido a trámite la cuestión de inconstitucio-
nalidad número 3631-2025 planteada por 
la Sala de lo Contencioso-administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de An-
dalucía, con sede en Málaga, en el proce-
dimiento ordinario 385-2024, en relación 
con el artículo 10.2, 3 y

4, y artículo 46.1 del texto refundido de 
la Ley del Impuesto sobre Transmisiones

Patrimoniales y Actos Jurídicos Do-
cumentados, aprobado por Real Decreto 
Legislativo

1/1993, de 24 de septiembre, y disposi-
ción final tercera del texto refundido de la 
Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 
5 de marzo.

4 Véanse, por todas, las sentencias de 29 de marzo de 2012 
-recurso de casación para unificación de doctrina nº 34/2010 
(ECLI: ES:TS:2012:3009); de 18 de junio de 2012 -recurso de 
casación nº
224/2009 (ECLI: ES:TS:2012:4224); y de 26 de marzo de 

2014 -recurso de casación nº
3191/2011  (ECLI: ES:TS:2014:1591)
	

En dicho procedimiento, el TSJ sigue la 
misma línea que en la cuestión de incons-
titucionalidad que este mismo Tribunal 
planteó contra el Impuesto sobre el In-
cremento de Valor de los Terrenos de na-
turaleza Urbana que culminó finalmente 
como la Sentencia del Tribunal Constitu-
cional 182/2021 de 26 de octubre que de-
claró la inconstitucionalidad y nulidad de 
los arts. 107.1, segundo párrafo, 107.2 a) y 
107.4 del texto refundido de la Ley regu-
ladora de las haciendas locales, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo (TRLHL), ante la duda de 
que los preceptos reguladores del valor de 
referencia de mercado fueran contrarios 
al principio de capacidad económica re-
cogido en el art. 31.1 CE.

8.	 Conclusión. Una herramienta po-
tente que debe permanecer porosa a la 
realidad

El valor de referencia catastral es una 
herramienta potente de objetivación y 
de coordinación inter-tributos. Funcio-
na como base imponible mínima cuan-
do existe y puede certificarse; desplaza la 
comprobación de valores a un segundo 
plano cuando el contribuyente respeta o 
supera la referencia; y genera un diseño 
coherente con Patrimonio e, indirecta-
mente, con IRPF.

Su credibilidad reposa en la transparen-
cia del procedimiento anual, en el factor 
de minoración que garantiza una posi-
ción prudente respecto del mercado, en 
la calidad de los mapas y módulos, y en 
la posibilidad real de impugnar cuando la 
singularidad del inmueble no encaja en el 
patrón.

En última instancia, el éxito del siste-
ma no se medirá solo por la reducción de 
litigiosidad, sino por su capacidad para 
conjugar certezas ex ante con una per-
meabilidad efectiva a lo real: allí donde la 
estadística tropiece con la excepcionali-
dad, la defensa estratégica debe encontrar 
cauces ágiles para restablecer la justicia del 
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caso, ya sea corrigiendo datos catastrales, 
revisando el cómputo o, cuando corres-
ponda, reconduciendo la valoración a los 
mecanismos tradicionales.

La anatomía crítica del valor de refe-
rencia descubre, así, un organismo nor-
mativo robusto que, para seguir siéndolo, 
necesita ejercer su fuerza con sensibilidad 
y mantener abiertos los poros por los que 
la realidad inevitablemente respira.

En cualquier caso, como ya hemos 
anticipado, el futuro de este valor de re-
ferencia catastral: su continuidad y con-
figuración podrían depender del Tribunal 
Constitucional.

En los próximos meses este Tribunal 
publicará una sentencia que podrá reafir-
mar la validez de esta herramienta –con-

solidándola como la base imponible váli-
da para ITP, ISD, etc.– o, por el contrario, 
limitar o anular su uso. En caso de avalar-
se, el valor de referencia quedará fortaleci-
do (quizá sujeto a mejoras que garanticen 
aún más su justicia en casos particulares); 
pero si se declara inconstitucional, obliga-
ría a replantear el sistema de valoración de 
inmuebles para esos impuestos.

En cualquier escenario, la discusión 
en torno a esta figura ha evidenciado la 
importancia de lograr un balance: el va-
lor de referencia catastral ofrece objetivi-
dad, claridad y eficiencia, pero debe estar 
al servicio de la realidad económica y no 
al revés. Solo manteniendo ese equili-
brio ,objetividad general y capacidad de 
adaptación a lo singular, esta herramien-
ta seguirá siendo útil, legítima y acorde al 
principio de justicia tributaria que exige 
nuestra sociedad.
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Notas al final


